
2) El artículo 51 TFUE, párrafo primero, debe interpretarse en el sentido de que las actividades de las estaciones de inspección técnica de 
vehículos, como las que son objeto de la legislación controvertida en el procedimiento principal, no participan del ejercicio del poder 
público en el sentido de ese precepto, aun cuando los operadores de esas estaciones disponen de la facultad de inmovilización cuando 
los vehículos, en el momento de la inspección, presentan deficiencias de seguridad que suponen un peligro inminente.

3) El artículo 49 TFUE debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional, como la controvertida en el litigio 
principal, que supedita la autorización de apertura, por una empresa o un grupo de empresas, de una estación de inspección técnica 
de vehículos al requisito de que, por una parte, exista una distancia mínima entre dicha estación y las estaciones ya autorizadas a esa 
empresa o ese grupo de empresas y, por otra parte, que dicha empresa o dicho grupo de empresas no posean, si se concede la 
autorización, una cuota de mercado superior al 50 %, salvo que se demuestre —extremo que ha de ser comprobado por el tribunal 
remitente— que este requisito es realmente adecuado para lograr los objetivos de protección de los consumidores y de seguridad vial y 
no va más allá de lo necesario para estos fines.

(1) DO C 175, de 10.6.2014.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 15 de octubre de 2015 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Amtsgericht Laufen — Alemania) — Proceso penal contra Gavril Covaci

(Asunto C-216/14) (1)

(Procedimiento prejudicial — Cooperación judicial en materia penal — Directiva 2010/64/UE — Derecho 
a interpretación y a traducción en los procesos penales — Lengua de procedimiento — Orden penal por la 

que se impone una multa — Posibilidad de formular oposición en una lengua distinta de la lengua de 
procedimiento — Directiva 2012/13/UE — Derecho a información en los procesos penales — Derecho a 

ser informado de la acusación — Notificación de una orden penal — Modalidades — Designación 
obligatoria de un representante legal por el acusado — Comienzo del cómputo del plazo para formular 

oposición a partir de la notificación al representante legal)

(2015/C 406/06)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Amtsgericht Laufen

Parte en el proceso penal principal

Gavril Covaci

Fallo

1) Los artículos 1 a 3 de la Directiva 2010/64/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de octubre de 2010, relativa al 
derecho a interpretación y a traducción en los procesos penales, deben interpretarse en el sentido de que no se oponen a una normativa 
nacional, como la controvertida en el litigio principal, que, en un procedimiento penal, no permite a la persona contra quien se haya 
dictado una orden penal formular oposición contra ésta por escrito en una lengua distinta de la lengua de procedimiento, aun cuando 
dicha persona no domine esta última lengua, siempre que, con arreglo al artículo 3, apartado 3, de esta Directiva, las autoridades 
competentes no consideren, a la luz del procedimiento en cuestión y de las circunstancias del asunto, que dicha oposición constituye un 
documento esencial.
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2) Los artículos 2, 3, apartado 1, letra c), y 6, apartados 1 y 3, de la Directiva 2012/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
22 de mayo de 2012, relativa al derecho a la información en los procesos penales, deben interpretarse en el sentido de que no se 
oponen a una normativa de un Estado miembro, como la controvertida en el litigio principal, que, en un procedimiento penal, 
impone a la persona acusada que no reside en dicho Estado miembro la obligación de designar un representante legal a efectos de la 
notificación de una orden penal dictada en su contra, siempre que la referida persona disponga efectivamente de todo el plazo 
impartido para formular oposición contra dicha orden.

(1) DO C 253, de 4.8.2014.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Primera) de 15 de octubre de 2015 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Kecskeméti Közigazgatási és Munkaügyi Bíróság — Hungría) — György 

Balázs/Nemzeti Adó- és Vámhivatal Dél-alföldi Regionális Vám- és Pénzügyőri Főigazgatósága

(Asunto C-251/14) (1)

(Procedimiento prejudicial — Aproximación de las legislaciones — Calidad del combustible diésel — 
Especificación técnica nacional que establece requisitos de calidad adicionales a los del Derecho de la 

Unión)

(2015/C 406/07)

Lengua de procedimiento: húngaro

Órgano jurisdiccional remitente

Kecskeméti Közigazgatási és Munkaügyi Bíróság

Partes en el procedimiento principal

Demandante: György Balázs

Demandada: Nemzeti Adó- és Vámhivatal Dél-alföldi Regionális Vám- és Pénzügyőri Főigazgatósága

Fallo

1) Los artículos 4, apartado 1, y 5 de la Directiva 98/70/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de octubre de 1998, relativa 
a la calidad de la gasolina y el gasóleo y por la que se modifica la Directiva 93/12/CEE del Consejo, en la redacción que le da el 
Reglamento (CE) no 1882/2003 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de septiembre de 2003, deben interpretarse en el 
sentido de que no se oponen a que en su Derecho nacional los Estados miembros establezcan para la comercialización de combustible 
diésel requisitos de calidad que se recojan en una norma nacional y que sean adicionales a los dispuestos en dicha Directiva, como 
puede ser el requisito relativo al punto de inflamación que es controvertido en el asunto principal, teniendo en cuenta que no se trata 
de una especificación técnica del combustible diésel que, a efectos de dicha Directiva, tenga relación con la protección de la salud y el 
medio ambiente.

2) El artículo 1, puntos 6 y 11, de la Directiva 98/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de junio de 1998, por la que se 
establece un procedimiento de información en materia de las normas y reglamentaciones técnicas y de las reglas relativas a los 
servicios de la sociedad de la información, en la redacción que le da la Directiva 2006/96/CE del Consejo, de 20 de noviembre 
de 2006, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a que los Estados miembros otorguen obligatoriedad a una norma 
nacional como la norma húngara MSZ EN 590:2009 que es controvertida en el asunto principal.
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